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Radicación Nro.
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Proceso

 

Ordinario Laboral

Demandante:


Ramón Elías Ramírez Sierra 

Demandados:


Planta y Frigorífico del Otún –Frigotún- S.A.
Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
              Juzgado Tercero Laboral del Circuito 
Tema: LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA. Ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en manifestar que la estabilidad laboral reforzada es un derecho de carácter especial dentro de la legislación laboral, el cual se encuentra definido en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, por lo que procede exclusivamente en los términos establecidos en esa normatividad, el cual impone la obligación de contar con autorización del Ministerio de Trabajo para despedir a un trabajador que presenta una limitación igual o superior a la moderada, definida ésta en el Decreto 2463 de 2001 como la pérdida de capacidad laboral que oscila entre el 15% y 25%, sin que sea posible aplicar la estabilidad laboral reforzada en aquellos trabajadores que presenten cualquier tipo de limitación, como quienes están en incapacidad temporal por afecciones de salud; situación que reiteró en la sentencia SL13657 de 7 de octubre de 2015 radicación Nº 56.315.
Citación jurisprudencial: Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral,  sentencia SL13657 de 7 de octubre de 2015 radicación Nº 56.315 / 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUENOS DÍAS

Hoy, seis de octubre de dos mil dieciséis, siendo las dos y treinta de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor RAMÓN ELÍAS RAMÍREZ SALAZAR en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 7 de julio de 2015, dentro del proceso que promueve en contra de la sociedad PLANTA Y FRIGORÍFICO DEL OTÚN –FRIGOTÚN- S.A.S., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2014-00475-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Ramón Elías Ramírez Sierra que la justicia laboral declare que el contrato de trabajo suscrito entre él y la sociedad Planta y Frigorífico del Otún S.A. fue terminado ilegalmente al encontrarse en estado de debilidad manifiesta y con base en ello aspira que se condene a esa entidad a reintegrarlo a su puesto de trabajo; que se cancelen los salarios y prestaciones sociales dejadas de percibir, la indemnización prevista en la Ley 361 de 1997 debidamente indexada, los intereses moratorios causados; los aportes al sistema de seguridad social integral; lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
En su relato fáctico refiere que: Suscribió contrato de trabajo a término indefinido el 10 de noviembre de 2009 con la empresa Frigotún S.A., para prestar sus servicios como operario de corrales, percibiendo un salario igual a la suma de $497.000; el 22 de septiembre de 2012 sufrió accidente de trabajo, que le produjo desviación de CLS con ángulo que no supera los 5 grados; al ser valorado por neurocirugía se determina que presenta también discopatía L3-L4 y L4-L5 con abombamiento no compresivo de disco intervertebral en L4-L5 y en L5-S1 protusión central no compresiva y cambios artrosicos apofisiarios leves L4-L5 y L5-S1; el 31 de octubre de 2012 fue nuevamente valorado, diagnosticándosele discopatía degenerativa L4-L5 y L5-S1 no quirúrgica; el tratamiento ordenado fue terapia física, calmantes y reintegro laboral con restricciones. Desconociendo el hecho de estar trabajando en condición de deficiencia física, el 8 de abril de 2013 se le comunicó la decisión de dar por terminado el contrato de trabajo aduciendo justa causa, expresándosele que mediante oficio Nº 14366-00749 de 20 de marzo de 2013 el Ministerio de Trabajo no encontró impedimento para proceder con el despido; en ese momento la empresa accionada no tuvo en cuenta que estaba en proceso de calificación de pérdida de la capacidad laboral, misma que fue notificada el 14 de abril de 2013; el Ministerio del Trabajo le comunicó ante petición elevada por él, que nunca se inició trámite en ese sentido y que los trámites se realizaban por medio de resoluciones y no a través de oficios, por lo que esa entidad solicitó a la sociedad demandada que compareciera o enviara copia de la supuesta autorización, no obstante, el 11 de julio de 2013 al comparecer ante ese despacho, el representante legal de Frigotún S.A. no aportó el documento pedido.
Al contestar la demanda –fls.65 a 80- Frigotún S.A. aceptó la relación laboral sostenida con el accionante entre las fechas señaladas por él, el salario devengado, el accidente de trabajo sufrido el 22 de septiembre de 2012 y todo lo acontecido con el Ministerio del Trabajo. Frente a los demás hechos manifestó que no le constaban o que no eran ciertos. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Improcedencia de la declaración de ineficacia del despido por encontrarse el demandante en condición de limitado”, “Inexistencia de la obligación y carencia del derecho”, “Cobro de lo no debido”, “Pago”, “Legal y justa para dar por terminado el contrato de trabajo”, “Prescripción”, “Buena fe” e “Innominada”.
En sentencia de 7 de julio de 2015, la funcionaria de primer grado determinó que el contrato de trabajo suscrito entre el señor Ramón Elías Ramírez Sierra y la sociedad Frigotún S.A. no fue terminado estando cobijado por la estabilidad laboral reforzada, ni por disminución en su estado de salud, ni mucho menos por discapacidad, pues para el 8 de abril de 2013 no se encontraba incapacitado y tampoco se le había dictaminado una discapacidad moderada que hiciera necesario que su despido debiera ser autorizado por el Ministerio del Trabajo; motivo por el que negó la totalidad de las pretensiones de la demanda.

Inconforme con la decisión, el señor Ramón Elías Ramírez Sierra interpuso recurso de apelación argumentando que bajo los parámetros establecidos en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, todo despido debe tener la autorización del Ministerio del Trabajo cuando éste se produce estando el trabajador en estado de debilidad manifiesta por disminución en su capacidad laboral, situación ésta última que quedó debidamente acreditada en el proceso, por lo que al encontrarse en esa condición para el 8 de abril de 2013, fecha en que la sociedad accionada decidió dar por terminado el contrato de trabajo, considera que el mismo resulta ineficaz, razón por la que solicita acceder a las pretensiones de la demanda. 
En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes problemas jurídicos:
¿Se encuentra probado dentro del proceso que el señor Ramón Elías Ramírez Sierra al momento de la terminación del vínculo contractual se encontraba cobijado por la estabilidad laboral reforzada?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
1. VALOR NORMATIVO DE LAS SENTENCIAS PROFERIDAS POR LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.
Ha sido reiterada la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en manifestar que las únicas providencias proferidas por la Corte Constitucional que son de obligatorio cumplimiento por tener efectos erga omnes en su parte resolutiva, son aquellas sentencias de inexequibilidad emitidas como resultado del examen de normas legales, por vía de acción, revisión previa o en virtud al ejercicio del control automático de constitucionalidad consagrado en el artículo 48 de la Ley 270 de 1996, por cuanto las sentencias de tutela solo tiene efectos interpartes de conformidad con lo establecido en el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991; tal y como lo recordó en la sentencia SL13657 de 7 de octubre de 2015 radicación Nº 56.315.
Es que nótese como la propia Corte Constitucional en la sentencia C-836 de 2001, al abordar el tema de doctrina probable manifestó que la Corte Suprema de Justicia como juez de casación se le ha encomendado el deber de unificar la jurisprudencia nacional en la jurisdiccional ordinaria, situación que lleva a la propia Corte y a los jueces de esa jurisdicción a no apartarse por su sola voluntad de la jurisprudencia que sobre un mismo tema ha construido el alto tribunal, pues precisamente la razón de su existencia es diseñar el orden que garantice la igualdad. 
Para apartarse de la doctrina probable los jueces están obligados a tener unas magníficas razones jurídicas que pongan en evidencia la equivocación del razonamiento que viene aplicando la respectiva Sala de Casación. Se dijo en la sentencia en cita:
“… la fuerza normativa de la doctrina probable proviene (1) de la autoridad otorgada constitucionalmente al órgano encargado de establecerla, unificando la jurisprudencia ordinaria nacional; (2) del carácter decantado de la interpretación que dicha autoridad viene haciendo del ordenamiento positivo, mediante una continua confrontación  y adecuación a la realidad social y; (3) del deber de los jueces respecto de a) la igualdad frente a la ley y b) la igualdad de trato por parte de las autoridades y; (4)  del principio de buena fe que obliga también a la rama jurisdiccional, prohibiéndole actuar contra sus propios actos.  Por otra parte, la autoridad de la Corte Suprema para unificar la jurisprudencia tiene su fundamento en la necesidad de garantizar los derechos fundamentales de las personas y esta atribución implica que la Constitución le da un valor normativo mayor o un “plus” a la doctrina de esa alta Corporación que a la del resto de los jueces de la jurisdicción ordinaria.  Ello supone que la carga argumentativa que corresponde a los jueces inferiores para apartarse de la jurisprudencia decantada por la Corte Suprema es mayor que la que corresponde a éste órgano para apartarse de sus propias decisiones por considerarlas erróneas.”.
2. LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA 

Ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en señalar que la estabilidad laboral reforzada es un derecho de carácter especial dentro de la legislación laboral, el cual se encuentra definido en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, por lo que procede exclusivamente en los términos establecidos en esa normatividad, el cual impone la obligación de contar con autorización del Ministerio de Trabajo para despedir a un trabajador que presenta una limitación igual o superior a la moderada, definida ésta en el Decreto 2463 de 2001 como la pérdida de capacidad laboral que oscila entre el 15% y 25%, sin que sea posible aplicar la estabilidad laboral reforzada en aquellos trabajadores que presenten cualquier tipo de limitación, como quienes están en incapacidad temporal por afecciones de salud; situación que reiteró en la sentencia SL13657 de 7 de octubre de 2015 radicación Nº 56.315, en los siguientes términos:

“Contrario a lo alegado por la censura en los cargos, esta Corporación, de vieja data, ha sostenido que la protección a la estabilidad laboral consagrada en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 es de carácter especial dentro de la legislación del trabajo, toda vez que procede exclusivamente en los términos previstos en esta normatividad, es decir, para las personas que presenten limitaciones en grado severo y profundo y no para las que padezcan cualquier tipo de limitación, ni, menos aún, para quienes se hallen en incapacidad temporal por afecciones de salud, de tal suerte que, tratándose de una garantía excepcional, no puede el juez extenderla de manera indebida para eventos no contemplados en la mencionada ley.”.
Bajo tales parámetros y al encontrar esta Sala de Decisión que los argumentos contenidos en la jurisprudencia construida por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia frente a la aplicación de la estabilidad laboral reforzada definida legalmente en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 son claros, estables y se encuentran sólidamente sostenidos, no hay lugar a apartarse de ellos. 
EL CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión que entre el señor Ramón Elías Ramírez Sierra y la sociedad Planta y Frigorífico del Otún S.A. existió un contrato de trabajo entre el 10 de noviembre de 2009 y el 8 de abril de 2013, pues tal situación fue aceptada por la entidad demandada en la contestación de la demanda –fls.65 a 80-.
Lo que corresponde determinar en esta sede, es si el señor Ramírez Sierra para el 8 de abril de 2013 se encontraba cobijado por la estabilidad laboral reforzada prevista en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 y en ese sentido, siguiendo la línea jurisprudencial trazada por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, le correspondía al demandante demostrar que para ese momento tenía una pérdida de la capacidad laboral por lo menos entre el 15% y el 25%, esto es, que su discapacidad era moderada, sin embargo, según el dictamen emitido por la ARL Suramericana S.A. Nº 227270 de 2013 –fls.35 a 37- el actor tiene un 0% de pérdida de la capacidad laboral, por lo que para el momento de finalización del contrato de trabajo que lo unía con la Planta y Frigorífico del Otún S.A. no se encontraba en situación de discapacidad.
Ahora si en gracia de discusión, se asumiera la posición adoptada por la Corte Constitucional en sus sentencias de tutela, consistente en considerar a una persona en estado de debilidad manifiesta por disminución en su salud, la verdad es que tampoco habría lugar a acceder a las pretensiones de la demanda, por las siguientes razones:

1. Dentro del expediente no hay prueba documental alguna que demuestre que el señor Ramón Elías Ramírez Sierra se encontraba incapacitado para el 8 de abril de 2013, situación que fue corroborada por él mismo en el interrogatorio de parte que absolvió por petición de la sociedad accionada.

2. Según los testimonios rendidos por la señora Julieta Jiménez Morales y el señor Arley Osorio Sánchez, llamados a instancia de Frigotún S.A., los motivos que dieron lugar a que finalizara el contrato de trabajo del actor, derivaron de las irregularidades encontradas en la auditoría realizada al demandante en su puesto de trabajo el día 5 de marzo de 2013 en el punto de venta de impala, las cuales fueron aceptadas por el accionante en el acta de descargos que se ve a folios 90 a 92 del expediente; incluso la apoderada judicial de la parte actora dirigió todas sus preguntas con el fin de establecer si el despido sufrido por su poderdante había sido precedido del adecuado adelantamiento del proceso disciplinario establecido por Frigotún S.A. y si las conductas enrostradas se encontraban debidamente probadas, y no intentó establecer si para ese momento su representado se encontraba en estado de debilidad manifiesta en razón a la disminución en su salud.
3. El propio demandante en el interrogatorio de parte que absolvió, confesó que en realidad su despido se debió a las supuestas irregularidades que encontró la empresa Frigotún S.A. en la auditoria anteriormente referenciada y no por otros motivos diferentes.

Por estas razones se confirmará sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el día 7 de julio de 2015, haciendo notar que no  por las razones alegadas en esta instancia por el apoderado de la parte demanda, pues en el documento a folio 101, precisamente lo que dice es que se devuelve la solicitud a efectos de que se complete con los documentos necesarios para poder tomar una decisión.

En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 7 de julio de 2015.
Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 7 de julio de 2015.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

                        Aclara voto                                                                     

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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